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INFORME DE LA COMISION DE RELACIONES EXTERIORES, ASUNTOS INTERPARLAMENTARIOS E INTEGRACION LATINOAMERICANA SOBRE EL PROYECTO DE ACUERDO APROBATORIO DEL “CONVENIO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA DE CHILE Y EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA DEL ECUADOR  PARA LA PROMOCION Y PROTECCION RECIPROCA DE INVERSIONES”.








HONORABLE CAMARA:





			Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a informaros, en segundo trámite constitucional, el proyecto de acuerdo aprobatorio del tratado bilateral celebrado entre los Gobiernos de Chile y de Ecuador con el objeto de regular la recíproca promoción y protección de las inversiones que sus nacionales efectúen o hayan efectuado en todo tipo de bienes y derechos, en el territorio del otro Estado, de conformidad con las leyes y reglamentos del país receptor de la inversión.





I.- ANTECEDENTES GENERALES.-





			El 27 de octubre de 1993, en la ciudad de Quito, y en el marco de la X Reunión de la Comisión Mixta Chileno-Ecuatoriana y de la II Reunión del Consejo Conjunto de Economía y Comercio Chile-Ecuador, los Gobiernos de ambos países, , representados por sus respectivos Ministros de Relaciones Exteriores, suscribieron el tratado en informe; el que, posteriormente, fue complementado con el Protocolo Adicional que firmaron el 20 de diciembre de 1994, también sometido a vuestra consideración por el referido proyecto de acuerdo. Ambos instrumentos se fundan en el interés común por intensificar la cooperación económica entre ambos países.





			Particularmente, en el plano de las inversiones nacionales en Ecuador, informaciones proporcionadas por el Ministerio de Relaciones Exteriores indican que ellas ascienden, a la fecha, a US$ 10.000.000, aproximadamente, orientadas a los sectores minero, forestal, turismo e informática.





			Como factor adicional, que también tiende a estimular la relación comercial y las inversiones recíprocas entre ambos Países, los Gobiernos han iniciado el estudio de un convenio para evitar la doble tributación de las empresas de transporte aéreo y marítimo. 





			Cabe hacer notar que el intercambio comercial chileno-ecuatoriano muestra en los últimos cinco años un crecimiento sostenido, alcanzando el año 1994 a US$ 270.000.000, aproximadamente, con un saldo desfavorable a nuestro país que asciende a US$ 104.434.000.





			El mensaje de S. E. el Presidente de la República os señala que el objetivo central de este tratado, que más adelante os pasamos a reseñar, es fijar un marco jurídico que regule los derechos y obligaciones del Estado receptor y de los inversionistas extranjeros, marco en el que se compatibiliza el legítimo interés del inversionista extranjero con el del Estado receptor de las inversiones.





II.- RESEÑA DEL TRATADO EN INFORME.





			Este instrumento, del cual se os adjunta una copia al final del informe, consta de once artículos y un protocolo adicional, en los que se regulan, en términos análogos a los de todos los tratados de su tipo, los compromisos principales siguientes:


	


			1.- Los Gobiernos de Chile y de Ecuador, o Partes Contratantes en el texto del tratado, se comprometen, con sujeción a su política general en el campo de las inversiones extranjeras, a incentivar y autorizar en su territorio y en conformidad a su legislación dichas inversiones (artículo III).





 			2.- A los inversionistas chilenos y ecuatorianos, sean personas naturales o jurídicas, se les garantiza que sus inversiones recibirán un trato justo y equitativo y que su gestión, mantenimiento, uso, usufructo, ampliación, liquidación o disposición no serán perjudicados con medidas injustificadas o discriminatorias. (Nºs. 1 del artículo IV).





			 Además, se les asegura que recibirán un tratamiento no menos favorable que aquel otorgado a los inversionistas nacionales o a los inversionistas de terceros Estados (Nº 2 del artículo IV).








			Sin embargo, se excluyen del tratamiento de la nación más favorecida, los privilegios que los Gobiernos acuerden a favor de inversionistas de un tercer Estado, como consecuencia de su participación o asociación en una zona de libre comercio, unión aduanera, mercado común o acuerdo regional (Nº 3 del artículo IV).


			Por otra parte, se declara formalmente que el tratamiento de la nación más favorecida no obligará a los Gobiernos a extender a los inversionistas del otro País, el beneficio de cualquier tratamiento, preferencia o privilegio resultante de cualquier acuerdo internacional destinado a evitar la doble tributación  (Nº 4 del artículo IV).





			3.- Los Gobiernos se comprometen, además, a no adoptar medidas de nacionalización o expropiación contra inversiones amparadas por este tratado, a menos que sean tomadas por razones de utilidad pública o interés nacional, sobre una base no discriminatoria y bajo el debido proceso legal. Ellas deberán estar acompañadas de providencias para el pago de una compensación pronta, adecuada y efectiva, que deberá corresponder al valor de mercado que la inversión expropiada tenía antes de la expropiación o antes de que la expropiación inminente se hiciera pública (Nº 1 del artículo V).








			Por otra parte, los inversionistas que sufran pérdidas en sus inversiones, debido a una guerra u otro conflicto armado; estado de emergencia nacional; revuelta, insurrección o motín en el territorio del país receptor de su inversión, deberán recibir de éste, por concepto de restitución, indemnización, compensación u otro resarcimiento, un tratamiento no menos favorable que el que dicho país conceda a sus inversionistas nacionales o a los de un tercer Estado (Nº 2 del artículo V).





			4.- En seguida, los Gobiernos se comprometen a autorizar la transferencia sin demora  de los pagos relacionados con las inversiones, en moneda de libre convertibilidad, en particular, aunque no exclusivamente, el capital y las sumas adicionales necesarias para el mantenimiento y desarrollo de las inversiones; los beneficios, utilidades, intereses, dividendos y otros ingresos corrientes; los fondos para el reembolso de préstamos; el producto de la venta o liquidación total o parcial de una inversión y las compensaciones que se reciban por concepto de expropiaciones o nacionalizaciones, entre otros (artículo VI).





			El Protocolo adicional al Convenio agrega que las transferencias correspondientes a inversiones realizadas de acuerdo con el  Programa Chileno para la Conversión de la Deuda Externa, se regirán por las normas especiales que dicho Programa establece y que el capital invertido podrá ser transferido sólo  después de un año de ingresado al territorio de la Parte Contratante, salvo que su legislación estipule un tratamiento más favorable (Nºs.1 y 2 de la addenda al artículo VI dispuesta por el Protocolo). Con estas disposiciones se compatibiliza el tratado con las normas del decreto ley Nº 600, de 1974, y las del Compendio de Normas del Banco Central de Chile.-





			 5.- En otro de los compromisos que contraen en virtud de este tratado, los Gobiernos se obligan a reconocer  el derecho de la Parte Contratante o de una de sus agencias a subrogarse en los derechos del inversionista cuando ella hubiere efectuado un pago en virtud de una garantía o seguro que hubiere cubierto a la inversión contra riesgos en el territorio del país receptor (artículo VII).





			Por último, se establecen en este tratado los procedimientos para resolver las controversias que se susciten a propósito de la inversión y entre los Gobiernos con motivo de la aplicación e interpretación del tratado (artículo IX) o entre el Gobierno del Estado receptor y el inversionista del otro Estado (artículo X).





			En el primer caso, la solución se buscará por la vía diplomática, pero si al cabo de seis meses no se logra acuerdo, cualquiera de los Gobiernos podrá recurrir unilateralmente al arbitraje internacional, según un procedimiento semejante al regulado en todos los tratados bilaterales sobre promoción y protección recíproca de inversiones que nuestro país ha celebrado hasta el momento.





			En el segundo caso, los procedimientos empezarán con la búsqueda de una solución mediante consultas amistosas durante seis meses, pero si en ese plazo ella  no se logra, el inversionista podrá  elegir entre recurrir a los tribunales competentes del Estado receptor de su inversión o al arbitraje del  “Centro Internacional para la Conciliación de Controversias de Inversión” (ICSID o CIADI, según se use su sigla inglesa o española).





			La elección que haga el inversionista será definitiva y la decisión arbitral que se dicte también será definitiva y obligatoria para ambas Partes en la controversia. Este efecto se producirá en virtud de lo dispuesto por el artículo 53 (1) del Convenio constitutivo del CIADI, que expresamente establece la obligatoriedad del laudo.





			Dicho Convenio fue aprobado, en su oportunidad, por el Congreso Nacional y se encuentra promulgado por el decreto supremo del Ministerio de Relaciones Exteriores Nº 1.304, de 1991, y publicado en el Diario Oficial del 9 de enero de 1992.








			Conforme a las cláusulas finales del artículo XI, este tratado regirá por diez años y después continuará en vigor hasta que hayan transcurrido doce meses a contar de la fecha en que cualquiera de las Partes Contratantes hubiera notificado su decisión de darlo por terminado. En este caso, las inversiones realizadas continuarán siendo amparadas por el tratado durante un período adicional de diez años.








III.- DECISIONES DE LA COMISION.








			a) Aprobación del tratado y texto substitutivo del 				                   artículo único del proyecto de acuerdo.








			En el seno de vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana hubo consenso en compartir las consideraciones de mérito que han llevado a los Gobiernos a celebrar este tratado, según lo señalan en su preámbulo; del mismo modo como se compartieron las que expone el Presidente de la República en su mensaje.








			 Por lo expuesto y por lo que os podrá agregar el señor Diputado Informante, vuestra Comisión decidió, por unanimidad, aprobar el tratado en informe y proponeros que adoptéis el artículo único del proyecto de acuerdo en los mismos términos en que, por unanimidad, lo aprobó el H. Senado.





			El texto que vuestra Comisión os propone, es el siguiente:





			“Artículo único.- Apruébanse el “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República del Ecuador, para la Promoción y Protección Recíproca de las Inversiones”, suscrito en Quito, el 27 de octubre de 1993, y su “Protocolo Adicional”, adoptado entre los Gobiernos de ambas Repúblicas en la misma ciudad, el 20 de diciembre de 1994.”.








			b) Designación de Diputado Informante.





			Esta designación recayó, por unanimidad, en el H. Diputado don CARLOS CAMINONDO SAEZ.





			c) Constancias reglamentarias.





		 	Para los efectos de los Nºs. 2 y 4 del artículo 287 del Reglamento de la H. Corporación, se os hace constar que este instrumento no contiene disposiciones que merezcan las menciones que ordenan dichos preceptos.





==========





			Acordado en sesión del día 3 de mayo de 1995, con asistencia de los señores Diputados Pizarro Soto, don Jorge (Presidente en ejercicio de la Comisión); Balbontín Arteaga, don Ignacio; Caminondo Sáez, don Carlos; Escalona Medina, don Camilo; Fuentealba Vildósola, don Renán; Jocelyn-Holt Letelier, don Tomás; Longton Guerrero, don Arturo; Moreira Barros, don Iván; y Urrutia Cárdenas, don Salvador.

















			SALA DE LA COMISION, a 3 de mayo de 1995.











					FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA


					           Secretario de la Comisión
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